
Que reforma el artículo 34 de la Ley General de Protección Civil, a cargo 
de la diputada Rosa Alba Ramírez Nachis, del Grupo Parlamentario de 
Movimiento Ciudadano
La suscrita, diputada federal Rosa Alba Ramírez Nachis, integrante del Grupo 
Parlamentario de Movimiento Ciudadano de la LXIII Legislatura de la Cámara 
de Diputados del honorable Congreso de la Unión, con fundamento en lo 
dispuesto en los artículos 71, fracción II, y 72 de la Constitución Política de los 
Estados Unidos Mexicanos; y en los artículos 6, numeral 1; 77 y 78 del 
Reglamento de la Cámara de Diputados, somete a consideración de esta 
asamblea la iniciativa con proyecto de decreto por el que se adiciona un párrafo 
segundo al artículo 34; y se recorren los subsecuentes numerales del artículo 34 
de la Ley General de Protección Civil, en razón de lo siguiente
Exposición de Motivos
1. La imperiosa necesidad de evacuación de zonas de riesgo por una emergencia 
ante los problemas que se generan en el servicio en casetas de cobro en la 
República Mexicana son a falta de calidad en la rapidez de cobro a la que está 
obligada a garantizar en las carreteras de peaje la Secretaría de Comunicaciones 
y Transporte. En dichas carreteras existe carencia de eficacia y capacitación del 
personal ante un flujo masivo de vehículos, lo que trae como consecuencia 
largos tiempos de espera para los conductores de hasta por 4 horas, y filas de 
más de 1.5 kilómetros, esto en periodo vacacional de temporada alta, nada 
comparable con el flujo vehicular que se genera en una emergencia que requiera 
evacuación masiva.
La necesidad de poner a salvo la vida de las personas no debe estar sujeta a la 
posibilidad de pagar o no un peaje, se debe priorizar la integridad en todo 
momento, es imperioso el tiempo y flujo de traslados vehiculares.
Ante un fenómeno climatológico como el reciente huracán Patricia que azoto 
las costas del Pacifico Mexicano es inminente priorizar el flujo vehicular en 
razón de que por las condiciones climáticas la transportación naviera y aérea es 
inoperante.
Tomando en cuenta que la cantidad de personas a evacuar se eleva en razón de 
que no solo abandonan la zona de riesgo los habitantes y considerando la 
obligación que se tiene de salvaguarden la vida de turistas tanto connacionales 
como extranjeros.
Y en razón de que la Ley General de Protección Civil tiene por objeto 
establecer las bases de coordinación entre los tres órdenes de gobierno en 
materia de protección civil. Los sectores privado y social participarán en la 
consecución de los objetivos de esta ley y que su objetivo es el de proteger a la 
persona y a la sociedad y su entorno ante la eventualidad de los riesgos y 
peligros que representan los agentes perturbadores y la vulnerabilidad en el 



corto, mediano o largo plazo, provocada por fenómenos naturales o 
antropogénicos, a través de la gestión integral de riesgos y el fomento de la 
capacidad de adaptación, auxilio y restablecimiento en la población, y que para 
tales efectos estas responsabilidades recaen en El Consejo Nacional que es un 
órgano gubernamental consultivo en materia de protección civil con las 
siguientes atribuciones:
Proponer la aprobación del Programa Nacional de Protección Civil y vigilar el 
cumplimiento de sus objetivos y metas; Proponer el establecimiento de los 
instrumentos y políticas públicas integrales, sistemáticas, continuas y 
evaluables, tendientes a cumplir los objetivos y fines de la protección civil; 
Proponer la emisión de acuerdos y resoluciones generales, para el 
funcionamiento del Sistema Nacional; Fungir como órgano de consulta y de 
coordinación de acciones del gobierno federal y de las entidades federativas 
para convocar, concertar, inducir e integrar las actividades de los diversos 
participantes e interesados en la materia, a fin de garantizar la consecución del 
objetivo del Sistema Nacional; Promover la efectiva coordinación de las 
instancias que integran el Sistema Nacional y dar seguimiento de las acciones 
que para tal efecto se establezcan; Proponer el establecimiento de medidas para 
vincular al sistema nacional con los sistemas estatales y municipales de 
protección civil; Fomentar la participación comprometida y corresponsable de 
todos los sectores de la sociedad, en la formulación y ejecución de los 
programas destinados a satisfacer las necesidades de protección civil en el 
territorio nacional; Convocar, coordinar y armonizar, con pleno respeto a sus 
respectivas soberanías, la participación de las entidades federativas y por 
conducto de éstas, de los municipios, las delegaciones y de los diversos grupos 
sociales locales organizados, en la definición y ejecución de las acciones que se 
convenga realizar en materia de protección civil; Proponer a la Secretaría de 
Relaciones Exteriores, los criterios para la celebración y el cumplimiento de los 
acuerdos internacionales en materia de protección civil.
Proponer el establecimiento de las modalidades de cooperación y auxilio 
internacionales en casos de desastres, de acuerdo con la Secretaría de 
Relaciones Exteriores y en los términos establecidos en el Reglamento; 
Promover el estudio, la investigación y la capacitación en materia de protección 
civil, identificando sus problemas y tendencias, y proponiendo las normas y 
programas que permitan su solución; Promover el desarrollo y la consolidación 
de una cultura nacional de protección civil; Crear grupos de trabajo para el 
apoyo de sus funciones, y Las demás que se establezcan en otras disposiciones 
normativas y las que sean necesarias para el funcionamiento del Sistema 
Nacional.



Cuando a causa de contingencia sea necesaria la intervención del Comité 
Nacional que es el mecanismo de coordinación de las acciones en situaciones 
de emergencia y desastre ocasionadas por la presencia de agentes perturbadores 
que pongan en riesgo a la población, bienes y entorno, sin menoscabo de lo 
establecido en el artículo 21 de esta Ley y de conformidad con el Manual de 
Organización y Operación del Sistema Nacional y en los términos que se 
establezcan en el Reglamento este entrara en función y estará constituido por 
los titulares o por un representante de las dependencias y entidades de la 
administración pública federal, con rango no inferior al de director general o 
equivalente, que de acuerdo a su especialidad asume la responsabilidad de 
asesorar, apoyar y aportar, dentro de sus funciones, programas, planes de 
emergencia y sus recursos humanos y materiales, al Sistema Nacional, así como 
por el representante que al efecto designe el o los gobernadores de los estados 
afectados o por el jefe del gobierno del Distrito Federal, en su caso.
El Comité Nacional estará presidido por el Secretario de Gobernación, o en su 
ausencia por el titular de la Coordinación Nacional, quienes podrán convocar 
para sesionar en forma extraordinaria cuando se presenten situaciones extremas 
de emergencia o desastre, o cuando la probabilidad de afectación por un agente 
perturbador sea muy alta, poniendo en inminente riesgo a grandes núcleos de 
población e infraestructura del país.
El Secretariado Técnico del Comité Nacional recaerá en el titular de la 
Coordinación Nacional o el servidor público que éste designe para el efecto, 
debiendo tener un nivel jerárquico de director general o su equivalente.
Como antecedentes
En la siguiente lista se señalan los huracanes más devastadores de los últimos 
años que han impactado tierras mexicanas y los daños que estos ocasionan con 
las graves consecuencias que la no evacuación oportuna genera.
Tico
El  huracán  se  formó el  11  de  octubre  de  1983,  alcanzó  la  categoría  4,  los 

estados más afectados fueron Guerrero y Sinaloa. Fue considerado como el 
huracán más destructivo de la temporada, murieron 141 personas en total.

Gilberto
El 10 de septiembre de 1988 tocó tierra en Yucatán convertido en un huracán de 

categoría 5 que alcanzó vientos de hasta 295 kilómetros por hora y que fue 
considerado por la Organización Meteorológica Mundial como uno de los 
más intensos, devastadores y mortíferos registrados

Paulina
Tocó tierra en el sur de México a principios de octubre en 1997. Se originó en 

Huatulco, Oaxaca y alcanzó la categoría 4. El 8 de ese mes, tocó tierra cerca 
de  Puerto  Escondido,  provocando  serias  afectaciones  en  la  costa.  Al  día 



siguiente, se internó en Guerrero dejando devastado al puerto de Acapulco. 
Las inundaciones, crecientes de los ríos y deslaves afectaron severamente una 
de las  regiones más pobres de México dejando entre 230 a 400 personas 
muertas.

Isidoro
Fue el segundo huracán de la temporada en el Atlántico en 2002, alcanzó la 

categoría 3 causando daños y decesos en México, pegó en la Península de 
Yucatán el 19 de septiembre; el ojo del huracán impactó en tierra firme el 22. 
Isidoro  se  mantuvo  por  35  horas  golpeando  los  estados  de  Yucatán  y 
Campeche, afectando a toda la península de Yucatán y el sureste de México.

Kenna
El 23 de octubre de 2002, a 590 kilómetros al sur de Manzanillo, la tormenta 

tropical  Kenna  se  convirtió  en  huracán  con  vientos  sostenidos  de  120 
kilómetros  por  hora.  Alcanzó  su  mayor  fuerza  la  madrugada  del  día  25, 
cuando se encontraba a 150 kilómetros al oeste de Cabo Corrientes, Jalisco. 
Kenna tocó tierra en Nayarit con vientos de hasta 230 kilómetros por hora. Se 
convirtió en el segundo huracán más poderoso sobre México y dejó cuatro 
muertos.

Emily
El 13 de  julio  de  2005,  la  tormenta  tropical  Emily  se  intensifica a  huracán 

categoría 1, cinco días después, convertido en huracán de categoría 4, toca 
tierra  en  la  Península  de  Yucatán  con  vientos  sostenidos  de  hasta  215 
kilómetros  por  hora.  Decenas  de  miles  de  turistas  y  residentes  fueron 
evacuados  de  los  complejos  alrededor  de  Cancún,  la  Riviera  Maya  y 
Cozumel.

Wilma
El 21 de Octubre del 2005 nos impactó el primer huracán en recibir un nombre 

comenzado por “W” desde la denominación alfabética que comenzó en 1950 
convertido  en  un huracán de  categoría  4,  cerca  de  Playa  del  Carmen,  en 
Campeche.

Lane
El ojo del huracán Lane azotó la costa pacífica de México el 16 de septiembre 

de  2006,  en  el  estado de  Sinaloa,  alrededor  de  150 mil  familias  en once 
municipios  fueron  afectadas  por  el  ciclón,  especialmente  en  la  capital, 
Culiacán, miles fueron evacuados.

Dean
El 21 de agosto de 2007, el  huracán Dean afectó tocó el  territorio nacional 

derribó árboles,  postes,  anuncios,  bardas,  techos y dejó a más de 800 sin 
hogar.

Jova



El 8 de octubre del 2011 se convirtió en huracán categoría 1, hasta la noche del 
11 de octubre había alcanzado la categoría 3; Toco tierra en Colima el martes 
10 y el miércoles con devastadores efectos negativos debido a la cantidad de 
lluvia que género.

Lista elaborada con datos de la Conagua, Asociación Mexicana de Instituciones 
de Seguros y notas periodísticas de la revista Proceso.

El  pasado  23  de  Octubre  del  presente  (considerada  temporada  alta  de 
huracanes),  los  diversos  medios  de  comunicación  reportaron  el  Huracán 
Patricia, el cual citaban lo siguiente:

• Evacuan a 50 mil personas de zonas de riesgo en Costa de Jalisco (Revista 
Proceso)

• Aeropuerto de Vallarta suspende operaciones por Patricia; evacúan a 10 mil 
turistas (24 horas).

•  Evacuan  a  10  mil  turistas  en  Jalisco  por  huracán  ‘Patricia’ (Periódico  el 
Informador).

Por motivos de restricción presupuestaria la participación de los sectores social 
y  privado  como  coadyuvantes  o  concesionarios  en  el  desarrollo  de 
infraestructura carretera ha incrementado en los últimos años, la Secretaría de 
Comunicaciones  y  Transportes  reporta  a  la  fecha  más  de  60  títulos  de 
concesión,  y  si  bien  es  cierto  que  para  el  desarrollo  vial  es  necesaria  la 
intervención  de  capitales  privados,  ningún  interés  económico  puede  estar 
sobre el interés de la vida humana.

Los  principios  que  dan  origen  a  la  Ley  General  de  Protección  Civil  en  su 
Artículo 45 señala que: Las autoridades correspondientes en su ámbito de 
competencia llevarán a cabo proyectos, estudios e inversiones necesarias para 
ampliar  y  modernizar  la  cobertura  de  los  sistemas  de  medición  de  los 
distintos agentes perturbadores, encaminados a prevenir riesgos que pongan 
en peligro la vida y que puedan provocar daños irreversibles a la población.

En concatenación con lo anterior enunciado en los incisos, es menester señalar 
que, las autopistas y carreteras nacionales al margen de estar concesionadas 
deben ser rutas viables de evacuación que permitan el tráfico fluido y rápido 
de  vehículos,  siempre  privilegiando  el  salvaguardar  la  integridad  de  las 
personas.

México  está  situado  geográficamente  en  una  zona  que  lo  hace  proclive  a 
muchos  fenómenos  naturales  de  consecuencias  catastróficas,  sumados  a 
muchos otros ocasionados por el hombre y es menester de esta legislatura 
prevenir y legislar en función de salvaguardar lo más preciado que tenemos, 
la vida.

Seamos  ejemplo  a  seguir  en  las  diversas  organizaciones  de  prevención  de 
catástrofes internacionales a las que está suscrito nuestro país, tales como el 



Programa de Desarrollo de las Naciones Unidas (UNDP, por sus siglas en 
inglés) y la Agencia de Respuesta a Emergencias y Desastres en el Caribe 
(CDERA) y el G77 entre otros.

Considerando
1. Si bien la operación y explotación de los caminos o carreteras construidas por 
la  Federación  o  por  concesionarios,  estados  o  municipios  a  través  del 
otorgamiento  o  concesión  está  dentro  del  marco  legal,  tratándose  de  riesgo 
inminente esta debe quedar supeditada al interés primordial de salvaguardar la 
vida.
Es obligación del estado según lo consagrado en la Carta Magna en su artículo 
1o  .  En  los  Estados  Unidos  Mexicanos  todas  las  personas  gozarán  de  los 
derechos  humanos  reconocidos  en  esta  Constitución  y  en  los  tratados 
internacionales  de  los  que  el  Estado  Mexicano  sea  parte,  así  como  de  las 
garantías  para  su  protección,  cuyo  ejercicio  no  podrá  restringirse  ni 
suspenderse, salvo en los casos y bajo las condiciones que esta Constitución 
establece.
Las normas relativas a los derechos humanos se interpretarán de conformidad 
con  esta  Constitución  y  con  los  tratados  internacionales  de  la  materia 
favoreciendo en todo tiempo a las personas la protección más amplia.
Todas las autoridades, en el ámbito de sus competencias, tienen la obligación de 
promover, respetar, proteger y garantizar los derechos humanos de conformidad 
con  los  principios  de  universalidad,  interdependencia,  indivisibilidad  y 
progresividad. En consecuencia, el Estado deberá prevenir, investigar, sancionar 
y  reparar  las  violaciones  a  los  derechos  humanos,  en  los  términos  que 
establezca la ley.
Está prohibida la esclavitud en los Estados Unidos Mexicanos. Los esclavos del 
extranjero que entren al territorio nacional alcanzarán, por este solo hecho, su 
libertad y la protección de las leyes.
Queda prohibida toda discriminación motivada por origen étnico o nacional, el 
género,  la  edad,  las  discapacidades,  la  condición  social,  las  condiciones  de 
salud,  la  religión,  las  opiniones,  las  preferencias  sexuales,  el  estado  civil  o 
cualquier otra que atente contra la dignidad humana y tenga por objeto anular o 
menoscabar los derechos y libertades de las personas.
Es por ello que propongo ante esta soberanía la siguiente iniciativa.
Artículo Único:
Se  adiciona  un  párrafo  segundo,  al  artículo  34;  y  que  se  recorran  los 
subsecuentes  a  dicho  artículo  de  la  Ley  General  de  Protección  Civil,  para 
quedar como sigue:
Artículo 34.
El Comité Nacional tendrá las siguientes atribuciones:



• Analizar la situación de emergencia o desastre que afecte al  país,  a fin de 
evaluar el alcance del impacto y formular las recomendaciones necesarias para 
proteger a la población, sus bienes y su entorno;
• Instruir a la Secretaria de Comunicaciones y Transportes la excepción de pago 
de peajes  de las  rutas  necesarias  para  la  evacuación de zonas de riesgo,  en 
forma inmediata.
• Determinar las medidas urgentes que deben ponerse en práctica para hacer 
frente a la situación, así como los recursos indispensables para ello;
• Proveer de los programas institucionales, los medios materiales y financieros 
necesarios para las acciones de auxilio, recuperación y reconstrucción;
•  Vigilar  el  cumplimiento de las  acciones  acordadas y  dar  seguimiento a  la 
situación de emergencia o desastre, hasta que ésta haya sido superada, y
Emitir boletines y comunicados conjuntos hacia los medios de comunicación y 
público en general.
En virtud de todo lo anterior manifiesto: Que se ponga a su atenta consideración 
esta iniciativa, para que sea tomada en cuenta, para exonerar las diversas cuotas 
de peaje en el tiempo de contingencia.
Transitorios
Primero.  El  presente  decreto  entrará  en  vigor  el  día  siguiente  al  de  su 
publicación en el Diario oficial de la Federación.
Segundo.  El  Congreso  de  la  Unión  contara  con  90  días  a  partir  de  su 
publicación  del  presenten  decreto,  para  reformar  la  legislación  aplicable  en 
cumplimento de las presentes disposiciones.
Dado en el Palacio Legislativo de San Lázaro, a 9 de diciembre de 2015.
Diputada Rosalba Ramírez Nachis (rúbrica)


